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S-2022        
Procedimiento: Ordinario 
Demandante: Blanca Iris Misas Jiménez y otros 
Demandada: Comfenalco EPS y otros 
Radicado:       05001 31 03 003 2005 00484 00. 
Asunto:                     Confirma sentencia de primera instancia con modificaciones. 

   
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 

 
Medellín, quince (15) de febrero del dos mil veintidós (2022). 

 

La Sala emite la providencia que resuelve el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandada, contra la sentencia proferida por el Juez 

Séptimo Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, el pasado veintiocho (28) 

de abril de 2015, en el proceso de la referencia, promovido por Blanca Iris Misas 

Jiménez y Nelson de Jesús Pérez, ambos actuando en nombre propio y en 

representación de su hija menor Katherine Pérez Misas, en contra de la Comunidad 

de Hermanas Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen de Tours- 

Provincia de Medellín, propietaria de la Clínica del Rosario y la EPS Caja de 

Compensación Familiar -en adelante COMFENALCO EPS ANTIOQUIA-. Labor 

jurisdiccional que se acomete en el siguiente orden, 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Los actores presentaron demanda con pretensión declarativa de responsabilidad 

civil contractual frente a la víctima directa y extracontractual frente a las víctimas 

indirectas, para que, a través del rito verbal, los demandados fueran condenados 

a pagar los perjuicios ocasionados a raíz de la falta de atención médica oportuna, 

que condujo al fallecimiento de la menor Maryelli Carina Pérez Misas. Conforme lo 

anterior, solicitaron que los demandados fueran condenados de forma solidaria, al 

pago de perjuicios morales, los cuales tasaron en la suma equivalente a 1.000 

gramos oro para cada uno de los demandantes.  

 

2. Fundamentos Fácticos. Los hechos se sintetizan de la siguiente manera:  

 

2.1. Que al momento de nacer la menor el 09 de marzo de 2004 le fue 

diagnosticada una hidrocefalia, lo cual llevó a que se le tuvieran que realizar varias 
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cirugías para controlar la enfermedad. La atención médica 

siempre fue recibida en el Municipio de EL Retiro-Antioquia. 

 

2.2. Que el día 28 de octubre de 2004, con autorización de COMFENALCO EPS y 

con aceptación del Dr. Darney Ardila, médico cirujano de la Clínica el Rosario de 

Medellín, fue remitida a esta Clínica. 

 

2.3. Cuando la menor llegó a la clínica el Rosario, el neurocirujano encargado, sin 

valorar a la menor, indicó vía telefónica que esperaran hasta el día siguiente que 

la niña resistía y pese a reclamar al personal de enfermería este no hizo nada. 

 

2.4. Ante la falta de atención oportuna, en la madrugada del 29 de octubre de 2004, 

la menor falleció. 

 

2.5. Que la menor presentaba una evolución satisfactoria, pues a pesar de la 

enfermedad, presentaba un progreso evolutivo en su desarrollo, toda vez que se 

reía, respondía a estímulos, tanto, que a simple vista no era detectable la 

enfermedad, todo ello derivado del amor que su núcleo familiar le brindaba. 

 

2.6. Adujo entonces que, a raíz de lo anterior, se vieron perjudicados moralmente, 

por el sufrimiento que tuvieron que padecer, la impotencia y angustia de haber 

pasado por una situación tan traumática como la aquí ocurrida. 

 

3. Actuación procesal. El Juzgado Tercero Civil del Circuito de Medellín admitió 

la demanda mediante providencia del 20 de febrero de 2006, la que fue notificada 

a la parte demandada, quien la contestó oportunamente de la forma como pasa a 

precisarse. 

 

4. Contestación a la demanda. La EPS Comfenalco Antioquia, valiéndose de 

apoderado judicial, advirtió que, si bien dio la autorización de traslado de la menor 

para la Clínica el Rosario de Medellín, ello obedeció al querer individual y deseo 

del padre, de que la niña fuera atendida en Medellín y no en la Clínica Somer. 

Arguye que esta última clínica salvó responsabilidades, pues le ofreció realizar el 

procedimiento con su propio neurocirujano y por cuenta de la EPS Comfenalco y, 

fueron los padres de la menor quienes no quisieron que la niña fuera operada en 

Rionegro. Añadió, que la niña no falleció por falta de atención, pues su cuadro 
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clínico era muy grave, por lo que con cirugía o sin ella su condición 

habría sido igual. Además, que la cirugía tampoco se le podía realizar esa misma 

noche, pues había que estabilizarla y, por ello, debe presumirse que esa fue la 

razón por la cual el galeno de la Clínica el Rosario, prefirió esperar hasta el otro 

día ante la sospecha de ventriculitis y la respuesta a la punción ventricular que 

fuera realizada en la Clínica Somer antes de ser remitida. 

 

Formuló las excepciones que se dio en llamar: i) Ruptura del nexo causal entre la 

falla del servicio y el perjuicio reclamado; ii) ausencia de culpa o falla en el servicio 

y, iii) reducción de la pretensión económica. Inexistencia de perjuicios; iv) 

inexistencia de causa jurídica; v) hecho de terceros ajenos a COMFENALCO, 

como factor eximente de responsabilidad; vi) caso fortuito fuerza mayor e, vii) 

incompetencia por falta de jurisdicción. 

 

4.1.  Por su parte, el apoderado de la Clínica el Rosario adujo que no era cierto 

que hubiere existido una falta de atención oportuna a la paciente, dado que el 

personal de la Clínica el Rosario en el corto lapso de 2:20 horas de evolución, 

prestó atención calificada a la paciente en tres ocasiones hasta la hora de su 

deceso. Así mismo, recalcó que no es acertado reclamar una condena solidaria 

para la EPS COMFENALCO, la Clínica el Rosario y el médico tratante, pues entre 

los dos últimos, no existía una relación laboral que permita deducirla en forma legal 

y, entre las entidades no existe pacto o convenio sobre tal figura. 

 

Planteó las siguientes excepciones de mérito: i) ausencia de culpa en todas sus 

manifestaciones, o de falla médica, y por ello de responsabilidad; ii) ausencia de 

nexo causal; iii) tasación exagerada y sin fundamento de los perjuicios reclamados 

y, iv) la genérica. 

 

4.2. Llamamientos en garantía. La codemandada COMFENALCO llamó en 

garantía a la Aseguradora Colseguros S.A. (hoy Allianz Seguros S.A.), al Dr. José 

Darney Ardila Cardona y a Mapfre Seguros S.A. Por su parte, la Clínica el Rosario 

llamó en garantía a la Compañía de Seguros Suramericana S.A. y denunció el 

pleito al Dr. José Darney Ardila. 

 

El juzgado de origen únicamente aceptó el llamamiento que la EPS 

COMFENALCO realizó a la Aseguradora Colseguros S.A. y al Dr. José Darney 
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Ardila Cardona. La entidad aseguradora se opuso a las 

pretensiones de la demanda y, frente a la misma planteó las siguientes 

excepciones de mérito: i) causa extraña-hecho exclusivo de la víctima; ii) culpa 

parcial de la víctima; iii) excesiva tasación de perjuicios.  

 

Ya frente a las pretensiones del llamamiento en garantía, formuló las siguientes 

excepciones: i) exclusión de responsabilidad civil del asegurado en virtud de 

servicios prestados en calidad de EPS; ii) falta de cobertura de perjuicios 

extrapatrimoniales; iii) límite del valor asegurado y condiciones pactadas para la 

operancia del seguro. 

 

4.3. Por su parte, el Dr. José Darney Ardila Cardona, indicó que la menor fue 

remitida por voluntad de su padre, en contra de las sugerencias efectuadas por sus 

médicos tratantes, aclaró que tenía un contrato de prestación de servicios con 

Comfenalco EPS, en el que se le asignaban turnos de llamada, es decir, no 

presenciales y, por ese medio, le fue reportada una paciente hemodinámicamente 

estable, sin signos de alarma, por lo que telefónicamente dio instrucciones y 

programó visita para evaluarla a primera hora del 29 de octubre.  

 

Destacó que el hecho que un médico en la Clínica Somer hubiera conceptuado que 

la menor requería DVP (Derivación Ventrículo Peritoneal) no significaba que ese 

fuera el procedimiento a seguir, pues el nuevo médico debía evaluar a la paciente 

y, con base en su conocimiento y experiencia, debía tomar una decisión.  

 

Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló las siguientes excepciones: 

i) ausencia de culpa; ii) inexistencia de nexo causal e, iii) indebida tasación de 

perjuicios. 

 

5. La sentencia apelada. Fenecido el trámite del proceso previsto en el C. de P. 

C., incluido la práctica de pruebas, el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de 

Descongestión de Medellín, a donde fue dirigido el expediente en virtud de las 

medidas de descongestión implementadas por el Consejo Superior de la 

Judicatura, profirió sentencia el pasado 28 de abril de 2015, en donde declaró 

contractualmente responsable a COMFENALCO EPS por los daños causados por 

la deficiente e inoportuna prestación de servicios de salud, condenando a esa 

entidad a pagar a los demandantes la suma equivalente a 100 smlmv por concepto 
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de daño moral para los padres de la menor fallecida, en tanto que, 

para la codemandante Katherine Pérez Misas, hermana de aquella, los tasó en la 

suma equivalente a 50 smlmv, ello, no sin antes declarar probada la excepción de 

“…exclusión de responsabilidad civil del asegurado en virtud de servicios prestados 

en calidad de EPS…” formulada por la entidad llamada en garantía y, por ahí 

mismo, desestimar las pretensiones incoadas en contra de la Comunidad de 

Hermanas Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen de Tours- 

Provincia de Medellín y el llamado en garantía José Darney Ardila Cardona.  

 

En tal dirección, al retomar el contenido de la providencia impugnada que estimó 

parcialmente las pretensiones del libelo introductorio del proceso, se acentúa que 

el argumento cardinal del juez a quo radicó en no encontrar una razón válida para 

que el personal médico de la Clínica Somer y, en especial, su neurocirujano Dr. 

Fernando Díaz Corrales, en relación a la paciente de 7 meses de edad, con 

diagnóstico confirmado de Hidrocefalia, no la hubiere intervenido con urgencia 

pudiendo realizarle la cirugía denominada Derivación Ventrículo Peritoneal y retiro 

de catéter, contrario a ello: “…conforme lo solicitado por sus padres la remitieran a 

la Clínica el Rosario, pues ante la urgencia del procedimiento requerido por la niña, 

no podía ponerse por encima del derecho a la salud y de la vida del menor, el 

consentimiento de sus padres…” 

 

Agregó el funcionario que “…si bien se aduce como causa del resultado el hecho 

de que le fuera negada o se hubiera prestado de manera negligente la atención 

médica por parte de la Clínica el Rosario y el médico José Darney Ardila Cardona, 

se probó que la causa directa y determinante del fallecimiento de la menor, fue la 

demora en realizarle el procedimiento requerido, mismo que pudo ser practicado 

en la Clínica Somer de Rionegro en donde era atendida en aras del contrato de 

prestación de servicios de salud de COMFENALCO EPS. Que nada debía 

consultarse a los padres de la paciente ante la urgencia del procedimiento que la 

misma requería. Y como bien lo indican los testigos, el tiempo de traslado de la 

menor, contribuyó al suceso acaecido…”. Con fundamento en lo anterior, dedujo 

el funcionario que COMFENALCO EPS incumplió su obligación, pues la menor 

debió haber sido atendida en dicha institución y no haber sido remitida a la Clínica 

el Rosario de Medellín, por lo que debía responder de forma contractual por ese 

proceder del galeno tratante, no así la Comunidad de Hermanas Dominicas de la 

Presentación de la Santísima Virgen de Tours- Provincia de Medellín, ni el médico 
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José Darney Ardila Cardona, pues no fueron ellos quienes 

colocaron a la menor en esa circunstancia de riesgo que derivó en su muerte. 

 

Frente a la compañía aseguradora llamada en garantía Colseguros, advirtió que 

en el anexo de la póliza número 900001368, específicamente las exclusiones literal 

t del numeral 1 se pactó excluir “…responsabilidad civil independiente de los 

contratistas subcontratistas al servicio del asegurado aun cuando estén vinculados 

a este en virtud de contratos o convenios…”, advirtió entonces que, en el proceso, 

no fue directamente COMFENALCO EPS quien faltó a la ejecución del contrato de 

prestación de servicios de salud, sino la Clínica Somer y sus médicos, por lo que 

no podía obligarse a la aseguradora a responder por lo no cubierto en la póliza. 

 

6. El recurso de apelación. La EPS demandada apeló la sentencia, su 

inconformidad radicó principalmente en que fueron los padres de la recién nacida 

quienes entorpecieron el manejo clínico de su hija, exponiéndola a un traslado a la 

ciudad de Medellín, cuando perfectamente en la Clínica Somer le podía realizar la 

cirugía que ameritaba, hecho que se tradujo y efectivamente se materializó en la 

pérdida de oportunidad para su niña. 

 

Que no es cierto que no se haya debido respetar la autorización de los padres, 

pues en la práctica el consentimiento informado es indispensable para proceder a 

realizar actos médicos como es una cirugía, de modo que era responsabilidad de 

estos consentir o no con el tratamiento que se le iba a proporcionar a su hija, 

voluntad que debía respetarse, toda vez que no se trataba de una urgencia vital 

que debía ser abordada de manera inmediata, en este caso, el procedimiento 

quirúrgico daba tiempo de ser tratado de forma posterior, tanto es así, que la 

paciente llegó con vida a la Clínica el Rosario y en condiciones físicas estables y 

fallece varias horas después. 

 

Que el juez no tuvo en cuenta que al llegar la menor Maryelly Karina Pérez Misas 

a la Clínica el Rosario, no la estaba esperando el doctor Ardila Cardona y como si 

fuera poco, no se le dio atención hospitalaria. 

 

En punto a la tasación de los perjuicios indicó que fue exagerada en razón a que 

se trataba de una niña con enfermedades muy graves con una probabilidad de vida 
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mínima y el perjuicio se tasó como si se tratara de una persona 

sana y con una expectativa de vida alta. 

 

Finalizó, señalando, que debía condenarse a la aseguradora llamada en garantía, 

en razón a que la póliza cubría todos los perjuicios que pudiera ocasionar la EPS 

COMFENALCO, con relación a los servicios médicos brindados a sus asegurados 

a través de sus IPS. 

 

Esbozados de esta manera los antecedentes que dieron lugar a la decisión 

recurrida, y las razones de disenso que sustentan la alzada, procede la Sala a 

desatar el recurso con fundamento en las siguientes, 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Los presupuestos procesales. Encuentra la Sala satisfechos los requisitos o 

presupuestos procesales para que pueda abordarse el estudio de la apelación 

interpuesta por la parte demandada, de igual manera, no se observa que en el 

transcurso del proceso se haya irrumpido en alguna causal de nulidad, además, se 

les ha permitido a los apoderados de las partes exponer las razones que los llevan 

a sustentar su tesis dentro del término de sustentación y traslado del recurso de 

apelación. 

 

1.1. Sobre el procedimiento. Conviene advertir de manera preliminar que con la 

entrada en vigencia del C. G. del P., se le dio paso a la aplicación de una 

ultractividad excepcional a las normas derogadas del Código de Procedimiento 

Civil, en cuanto a las actuaciones y diligencias ya iniciadas -art. 625-, por tal razón, 

como cuando el C. G. del P. entró en vigencia, ya se había interpuesto el recurso 

de apelación el 11 de mayo de 2015, contra la sentencia que puso fin a la primera 

instancia, notificada por edicto fijado el 05 de mayo de esa anualidad, es por lo que 

éste se rige por el C. de P. C., en lo que tiene que ver con la resolución de mérito 

del mismo. 

 

Antes de resolver el recurso, veamos algunas breves consideraciones sobre el 

instituto jurídico en cuestión. 
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2. Responsabilidad de quienes intervienen en el suministro y 

prestación de servicios médicos. En la prestación del servicio médico ofrecido 

por el SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD (SGSS) 

intervienen, entre otros: Las EPS que “…son las entidades responsables de la 

afiliación, y el registro de los afiliados y del recaudo de sus cotizaciones, por delegación 

del Fondo de Solidaridad y Garantía. Su función básica será organizar y garantizar, directa 

o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados y girar, dentro 

de los términos previstos en la presente Ley, la diferencia entre los ingresos por 

cotizaciones de sus afiliados y el valor de las correspondientes Unidades de Pago por 

Capitación al Fondo de Solidaridad y Garantía, de que trata el título III de la presente Ley.”  

 

Específicamente, están obligadas, según el artículo 178 de la ley 100 de 1993 a: 

3. Organizar la forma y mecanismos a través de los cuales los afiliados y sus 

familias puedan acceder a los servicios de salud en todo el territorio nacional (…) 

6. Establecer procedimientos para controlar la atención integral, eficiente, oportuna 

y de calidad en los servicios prestados por las Instituciones Prestadoras de 

Servicios de Salud. 

 

Además, según el artículo 156 ib., están obligadas a: “…e) Las Entidades Promotoras 

de Salud tendrán a cargo la afiliación de los usuarios y la administración de la prestación 

de los servicios de las Instituciones Prestadoras. Ellas están en la obligación de 

suministrar, dentro de los límites establecidos en el numeral 5 del artículo 180, a cualquier 

persona que desee afiliarse y pague la cotización o tenga el subsidio correspondiente, el 

Plan Obligatorio de Salud, en los términos que reglamente el gobierno. 

 

2.1. Puntual normativa que también le es inherente a las susodichas Entidades, lo 

constituye el Decreto 1485 de 1994. Éste, regulando la organización y 

funcionamiento de las Entidades Promotoras de Salud y la protección al usuario en 

el Sistema Nacional de Seguridad Social en Salud, y más específicamente la 

responsabilidad de las Entidades Promotoras de Salud, en su artículo segundo, 

literal D, establece que: “Las Entidades Promotoras de Salud serán responsables de 

ejercer las siguientes funciones: Organizar y garantizar la prestación de los servicios de 

salud previstos en el Plan Obligatorio de Salud, con el fin de obtener el mejor estado de 

salud de sus afiliados con cargo a las Unidades de Pago por Capitación correspondientes. 

Con este propósito gestionarán y coordinarán la oferta de servicios de salud, directamente 

o a través de la contratación con Instituciones Prestadoras y con Profesionales de la 

Salud; implementarán sistemas de control de costos; informarán y educarán a los usuarios 

para el uso racional del sistema; establecerán procedimientos de garantía de calidad para 



                                                                 M. P. Julián Valencia Castaño                                 
 

   9 

la atención integral, eficiente y oportuna de los usuarios en las 

instituciones prestadoras de salud.”   

 

Así mismo, debe resaltarse lo que el Decreto 2174 de 1996, en su artículo 6to 

prescribe, taxativamente en torno a la responsabilidad de las Entidades 

Promotoras de Salud: “…Las Entidades Promotoras de Salud y las que se asimilen, y 

los prestadores de servicios de salud son responsables de la Calidad de la atención en 

salud de su población afiliada y usuaria, en el marco de las obligaciones que les asigna 

la ley; sin perjuicio de las responsabilidades propias de los demás integrantes del 

sistema”. 

 

2.2. Ias IPS que son las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, 

(hospitales, clínicas, centros de salud, consultorios, laboratorios, etc.) contratadas 

por la EPS o de su grupo. El usuario puede escoger la IPS de su elección, dentro 

de la lista que le ofrece la EPS. También puede suceder que una IPS que no le 

pertenece, ni con la cual tenga contrato previo la EPS, le presta el servicio de salud 

al afiliado a la EPS. 

 

2.3. El médico que es la persona natural que tiene como profesión la medicina y 

presta un servicio, obvio, profesional dirigido a mantener y recuperar la salud 

humana mediante el estudio, el diagnóstico y el tratamiento de la enfermedad o 

lesión del paciente. 

 

2.4. No cabe duda que el ejercicio de la medicina comporta una serie de 

responsabilidades de gran trascendencia tanto a nivel personal como social, por 

su estrecha relación con principios de raigambre superior como el respeto a la vida, 

a la integridad humana y a la preservación de la salud, entre otras garantías 

fundamentales.  

 

Si bien cometer errores es connatural a cualquier actividad humana, y la medicina 

no constituye una excepción a esa regla, la falibilidad del ser humano se 

contrarresta en la medida que la acción es ejecutada por un profesional idóneo, de 

quien la sociedad presume que tiene los conocimientos y la experiencia para 

desarrollar su labor, conforme a las normas o reglas que rigen cada actividad 

específica. 
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2.5. Todo procedimiento médico conlleva un riesgo para el 

paciente, en la medida que su realización a nivel terapéutico, diagnóstico o 

quirúrgico puede producir eventuales daños directos o colaterales; por ello, las 

consecuencias adversas de la actividad médica, unas veces deberán ser 

soportadas por el enfermo y otras deberán ser asumidas por el galeno, 

dependiendo del grado de diligencia y aptitud profesional con que éste ejecute las 

acciones encaminadas a lograr el bienestar del enfermo, dentro de los parámetros 

científicos aplicables, las diferentes posibilidades terapéuticas existentes y los 

riesgos inherentes a la condición clínica del paciente.  

 

2.6. La vinculación del usuario a las EPS se hace a través de un contrato, mismo 

que no puede terminarse en forma unilateral por parte de la EPS. Así lo establece 

el artículo 183 de la ley 100/93 en cuyo objeto aquella entidad le garantice la 

prestación del servicio de salud, pero no cualquiera, sino la que el conocimiento 

del hombre, la ciencia y la técnica han alcanzado como óptima. 

 

2.7. Por lo tanto, las EPS son responsables por cualquier incumplimiento de su 

deber de garantizar la calidad y eficiencia de los servicios de salud, sin que 

importe para ello si lo prestan directamente o por intermedio de Instituciones 

Prestadoras de Salud (IPS) que hacen parte de su red de servicios o de 

profesionales de la medicina vinculados a estas. En consecuencia, si la 

deficiente prestación del servicio de salud causa daño al paciente o a sus 

familiares, la EPS está obligada a indemnizarlo.  

 

Sobre el tema, la SALA CIVIL de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ha dicho: 

“…la prestación de los servicios de salud garantizados por las Entidades Promotoras 

de Salud (EPS), no excluye la responsabilidad legal que les corresponde cuando los 

prestan a través de las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) o de profesionales 

mediante contratos reguladores sólo de su relación jurídica con aquéllas y éstos. Por 

lo tanto, a no dudarlo, la prestación del servicio de salud deficiente, irregular, 

inoportuna, lesiva de la calidad exigible y de la lex artis, compromete la 

responsabilidad civil de las Entidades Prestadoras de Salud y prestándolos mediante 

contratación con Instituciones Prestadoras de Salud u otros profesionales, son todas 

solidariamente responsables por los daños causados, especialmente, en caso de 

muerte o lesiones a la salud de las personas.”1 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia, Sentencia sustitutiva del 17 de noviembre de 2011, Exp. No.11001-3103-018-1999-00533-

01 William Namén Vargas. 
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2.8. Para abundar, en lo tocante con la responsabilidad directa de 

las EPS bajo el anterior contexto, cabe citar la casación del 22 de julio de 2010, en 

cuanto precisó que:  

 

“En tratándose de la responsabilidad directa de las referidas instituciones, 

con ocasión del cumplimiento del acto médico en sentido estricto, es necesario 

puntualizar que ellas se verán comprometidas cuando lo ejecutan mediante sus 

órganos, dependientes, subordinados o, en general, mediando la intervención 

de médicos que, dada la naturaleza jurídica de la relación que los vincule, las 

comprometa. En ese orden de ideas, los centros clínicos u hospitalarios 

incurrirán en responsabilidad en tanto y cuanto se demuestre que los 

profesionales a ellas vinculados incurrieron en culpa en el diagnóstico, en el 

tratamiento o en la intervención quirúrgica. Por supuesto que, si bien el pacto 

de prestación del servicio médico puede generar diversas obligaciones a cargo 

del profesional que lo asume, y que atendiendo a la naturaleza de éstas 

dependerá, igualmente, su responsabilidad, no es menos cierto que, en 

tratándose de la ejecución del acto médico propiamente dicho, deberá 

indemnizar, en línea de principio y dejando a salvo algunas excepciones, los 

perjuicios que ocasione mediando culpa, en particular la llamada culpa 

profesional, o dolo, cuya carga probatoria asume el demandante, sin que sea 

admisible un principio general encaminado a establecer de manera absoluta 

una presunción de culpa de los facultativos (sentencias de 5 de marzo de 1940, 

12 de septiembre de 1985, 30 de enero de 2001, entre otras).”.  

 

2.9. Dichas consideraciones, quedaron igualmente plantadas en el 

pronunciamiento que hizo la Corte Suprema de Justicia2 en reciente sentencia 

donde realizó un juicioso análisis de la responsabilidad sistémica de las personas 

jurídicas, para concluir que, en los casos de responsabilidad médica, las EPS 

responde como si la falla del servicio médico hubiera sido obra suya. Destáquese 

de aquella providencia lo siguiente: 

 

“Se ha afirmado líneas arriba que la atribución de un daño a un sujeto como 

obra suya va más allá del concepto de causalidad física y se inserta en un 

contexto de imputación en virtud de la identificación de los deberes de acción 

que el ordenamiento impone a las personas. 

 

                                                           
2 CSJ el 30 de septiembre del 2016, M. P. Ariel Salazar, -radicado SC13925-2016- 
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Uno de esos deberes es el que la Ley 100 de 1993 les asigna a 

las empresas promotoras de salud, cuya «función básica será organizar y 

garantizar, directa o indirectamente, la prestación del plan de salud obligatorio 

a los afiliados (…)». (Art. 177) 

 

Además de las funciones señaladas en esa y en otras disposiciones, las EPS 

tienen como principal misión organizar y garantizar la atención de calidad del 

servicio de salud de los usuarios, por lo que los daños que éstos sufran con 

ocasión de la prestación de ese servicio les son imputables a aquéllas como 

suyos, independientemente del posterior juicio de reproche culpabilístico que 

llegue a realizar el juez y en el que se definirá finalmente su responsabilidad 

civil. 

 

Luego de quedar probado en un proceso que el daño sufrido por el paciente se 

originó en los servicios prestados por la EPS a la que se encuentra afiliado, es 

posible atribuir tal perjuicio a la empresa promotora de salud como obra suya, 

debiendo responder patrimonialmente si confluyen en su cuenta los demás 

elementos de la responsabilidad civil.” 

 

3. El caso concreto y su solución. A partir de la sentencia de primera instancia y 

del recurso de apelación formulado, el tema que se presta para discutir en este 

segundo grado de conocimiento, pasa por analizar, si en verdad, como lo sostiene 

la EPS recurrente, el factor determinante para la pérdida de oportunidad de 

conservar la vida de la infanta, es atribuible a sus mismos padres, quienes no 

autorizaron el procedimiento quirúrgico que requería y, no solo eso, sino que 

entorpecieron el manejo clínico de su hija, al punto de exponerla al final a un 

traslado a la ciudad de Medellín. 

 

Recordemos que el juez del caso hizo lugar a las súplicas de la demanda, fundado 

principalmente en la urgencia del procedimiento requerido por la niña, quien a sus 

escasos 7 meses de edad padecía de Hidrocefalia, deduciendo entonces que no 

podía ponerse por encima del derecho a la salud y de la vida de la menor, el 

consentimiento de sus padres, por consiguiente, a juicio del funcionario, debió 

haber sido atendida en la Clínica Somer de Rionegro y no haber sido remitida a la 

Clínica el Rosario de Medellín, siendo entonces en realidad, el neurocirujano de 

esta última entidad, quien colocó a la menor en una circunstancia de riesgo que 

finalmente derivó en su muerte. Concluyó. 
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3.1. Precisamente, para salirle al paso a lo así decidido, la censura 

enfila su ataque desde dos flancos: i) que no se trataba de una urgencia médica, 

la cirugía que requería la menor daba un margen de espera y, bajo esa óptica, en 

la “…práctica médica sólo se procede a realizar un acto quirúrgico sin el debido 

consentimiento informado, cuando es una urgencia, es decir, no da tiempo, o sea, 

que se tiene que hacer en el momento preciso o si no el paciente fallece…este NO 

era el caso de la menor…” y los padres estaban debidamente advertidos de los 

riesgos que corrían a cuenta del traslado que de forma necia y obstinada exigieron 

hacia la ciudad de Medellín, para que por su capricho la operara el doctor Darney 

Ardila Cardona de la Clínica el Rosario; ii) Que coadyuvó así mismo a la tardanza 

en la realización de la cirugía, la negligencia de la Clínica El Rosario de Medellín, 

a donde fue remitida, ya que la menor llegó “…en condiciones aptas para 

practicarle la cirugía, simplemente pasaron por alto su situación apremiante de 

salud y confiaron en que daba tiempo su atención médica…” 

 

3.3. Al retomar de forma integral las elucubraciones que sirven de puntal a la 

alzada, el Tribunal se anticipa a señalar que la sala comparte, aunque con unas 

precisiones adicionales en punto a los llamados a responder, la conclusión a la que 

llegó el juez de primera instancia, pues lo cierto es que las pruebas recaudadas 

generan la convicción de que la remisión que se hizo por parte del neurocirujano 

tratante de la menor en la Clínica Somer de Rionegro Antioquia, desde el punto de 

vista científico, estaba contraindicada de cara al tratamiento de suyo URGENTE 

que requería la paciente de 7 meses, quien a su corta edad ya contaba con 

diagnóstico de “…hidrocefalia, Síndrome de Dandy Walter, ventriculitis y 

porencefalia (tumor cerebral)…” 

 

3.4. Al reevaluarse entonces cronológicamente las anotaciones de la atención 

médica seguida a la menor mientras permaneció en la Clínica Somer de Rionegro, 

lo que inicialmente debe focalizar la atención de la Sala, es que la menor fue 

ingresada por urgencias de ese nosocomio el 12 de octubre de 2004, con 

diagnóstico de “…obstrucción válvula ventrículo peritoneal, con cuadro de 4 días de 

evolución de somnolencia, convulsiones generalizadas náuseas y múltiples episodios de 

vómito…” (cfr. fl. 43 cd. ppal), calenda para la cual, como se dijo, ya presentaba 

antecedentes de epilepsia y diagnóstico confirmado de “…Hidrocefalia, crisis 

convulsiva y disfunción de DVP (Derivación Ventrículo Peritoneal)…” (cfr. fl. 31 cd. 

1), a voces del neurocirujano Dr. Jorge William González González quien 
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testimonió en el proceso a solicitud de la parte demandada: “…la 

hidrocefalia es la acumulación de líquido cefaloraquídeo en el cerebro que produce 

hipertensión endocraneana, comprimiendo el cerebro y produciendo daño neurológico. 

Las convulsiones pueden presentarse solo por esta hidrocefalia, aunque generalmente se 

presentan otras malformaciones o patologías que presentan estos pacientes con 

hidrocefalias. La disfunción DVP, es cuando la válvula que se le ha puesto para el 

tratamiento está funcionando mal o nada y en este caso corresponde cambiar esa 

válvula…la ventriculitis es una infección cerebral aguda generalmente asociada a cirugía 

y como en este caso a DVP (Derivación Ventrículo Peritoneal), la cual empeora 

significativamente el futuro neurológico del paciente por las secuelas tan graves que 

deja…” (cfr. fl. 8 cd. 13)  

 

La constante en las anotaciones del historial clínico de urgencias, desde ese 12 de 

octubre de 2004 hasta el 27 siguiente de ese mismo mes y año, es un mal 

funcionamiento de la válvula ventricular, lo que implicaba una acumulación de 

líquido cefalorraquídeo debido a que no lo estaba absorbiendo el peritoneo, lo cual 

favorecía la presencia de infecciones (ventriculitis), produciéndose entonces la 

hipertensión endocranenana, ello explica las ordenes médicas vertidas en la 

Historia Clínica, dirigidas a estudiar el Líquido Céfalo Raquídeo (LCR), cultivo de 

aerobios y anaerobios, la aplicación de líquidos endovenosos (LEV) pero, tal vez, 

lo más importante, la punción ventricular (cfr. fl. 44 cd, ppal), pues este último 

procedimiento iba dirigido a evacuar el Líquido Céfalo Raquídeo para normalizar la 

presión cerebral de la paciente, según el mencionado neurocirujano “…si hay una 

infección activa en ese momento, se deben realizar evacuaciones de Líquido 

Céfalo Raquídeo mediante punciones ventriculares, si es un menor con 

fontanela abierta, y esto se debe hacer cuantas veces sea necesario hasta que 

pase el periodo agudo de la infección…” (cfr. fl. 8 cd. 13).  

 

Se le preguntó a este especialista cuáles eran las condiciones de la menor para el 

28 de octubre de 2004, fecha en que se ordenó la remisión, a lo cual contestó, 

luego de ponérsele de presente la historia clínica: “…Según lo escribe el 

especialista, hay un deterioro neurológico en el estado de consciencia asociado a 

vómito. En vista de eso le hizo nuevamente una punción ventricular cuyo 

efecto terapéutico solo duró 3 horas ante lo cual decide realizar DVP urgente, 

pero el padre de la paciente no acepta…”. 
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3.5. En efecto, al revisar al detalle la nota de remisión elaborada 

por el mismo neurocirujano Fernando Díaz Corrales, se destaca lo siguiente: 

“…múltiples punciones ventriculares -hay deterioro del estado de consciencia 

náuseas y vómito, se realizó evacuación mediante punción ventricular +/- 50 

ml…leve mejoría por 3 horas luego de las cuales nuevo deterioro, se le 

plantea DVP urgente. El padre de la paciente no acepta el procedimiento en esta 

institución se remite para Medellín…” (cfr. fl. 68 cd. 3) 

 

Para esta sala del Tribunal, es evidente que el estado de salud previo de la menor 

ya analizado, era el de una hipertensión cerebral asociada a vómito y convulsiones 

que venían causando deterioro congnitivo en la paciente, acabando con su función 

cerebral y, por ende, con su vida, todo ello, originado en la disfunción de la válvula 

ventrículo peritoneal, que se encontraba obstruida en la niña desde que ingresó a 

urgencias el pasado 12 de octubre, es decir, permaneció 16 días con la válvula 

disfuncional, lo cual, si bien era controlado con punciones ventriculares, ocurre que 

para el 28 de octubre, dicho procedimiento ya no estaba siendo bien recibido por 

el organismo de la menor, como que, a decir del mismo neurocirujano, los efectos 

terapéuticos solo duraban tres horas, y ello era la indicación médica para optar por 

realizar la Derivación Ventrículo Peritoneal Urgente.  

 

3.6. En este punto neurálgico, recordemos que, desde el punto de vista legal, el 

concepto de urgencia que trae el numeral 1, del artículo 3, del decreto 412 de 

1992, se ve afianzado en el artículo 9º de la resolución No. 5261 de 1994, al prever: 

ARTICULO 9: “Es la alteración de la integridad física, funcional y/o psíquica por cualquier 

causa con diversos grados de severidad, que comprometen la vida o funcionalidad de 

la persona y que requiere de la protección inmediata de servicios de salud, a fin de 

conservar la vida y prevenir consecuencias críticas presentes o futuras.”. (Negrillas 

fuera de texto). 

 

Por su parte, el artículo 5º de la ley 23 de 1981 define la relación médico-

paciente, siendo este el elemento primordial en la práctica médica; sin embargo, 

para que dicha relación tenga pleno éxito debe fundarse en un compromiso 

responsable, leal y auténtico del galeno, el cual impone la más estricta ética 

profesional, conforme a la cual y a la tradición secular, está obligado a preservar la 

salud de las personas y de la comunidad. Es más, el artículo 10, de la misma ley 

establece: “ARTÍCULO 10. - El médico dedicará a su paciente el tiempo necesario para 
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hacer una evaluación adecuada de su salud e indicar los exámenes 

indispensables para precisar el diagnóstico y prescribir la terapéutica correspondiente.” 

 

3.7. Toma fuerza lo elucubrado por el señor juez de primera instancia, pues nada 

había que preguntar a unos padres confundidos, sobre la viabilidad de operar o no 

a la niña, ya que no era desconocido por el galeno tratante de la Clínica el riesgo 

que se cernía para la vida de la menor al dejar de practicársele el procedimiento 

quirúrgico, a decir del neurocirujano Dr. Jorge William González González “…la 

punción ventricular con 50 mililitros de evacuación, produjo una mejora de solo 3 

horas. Esto indica que la paciente ya había perdido la capacidad para tolerar 

niveles altos de presión intracaneala (sic) y estaba nuevamente inconsciente… 

normalmente los ventrículos tienen una capacidad máxima de 75 CC de LCR. Si 

después de sacar 50 cm, como anota el doctor, y solo logra una recuperación 

de tres horas, es evidente que este cerebro está llegando al punto de no 

retorno, es decir, que si no se hace un procedimiento que saque LCR de 

forma constante (como la DVP) ese paciente va a fallecer súbitamente en las 

próximas horas…” (cfr. fl. 9 vto., cd. 13), como si fuera poco, se estaba generando 

un importante deterioro neurológico en el estado de consciencia de la menor, 

asociado a vómito. En otras palabras, cuando la niña no estaba inconsciente por 

efectos de la presión cerebral, despertaba era a vomitar y a resistir los efectos de 

esa presión en su cabeza con más de 2 semanas de evolución, es por eso que, 

requería el manejo médico quirúrgico especializado intra hospitalario que se había 

iniciado, ordenado y estaba siendo suministrado a través de los servicios 

médicos de salud Comfenalco EPS en la clínica Somer de Rionegro 

Antioquia.  

 

No obstante, el criterio científico del galeno se volcó hacia un rifirrafe con los padres 

de la menor, desconociendo de manera inexplicable los angustiantes síntomas 

indicadores que la cirugía denominada Derivación Ventrículo Peritoneal, que él 

mismo reclamó de urgente, era la atención que para ese momento requería la 

menor, debiéndose imponer su criterio por encima de los caprichos de los padres. 

Es decir, el neurocirujano de la Clínica Somer, no contaba con uno o dos vagos 

indicios, como para ir a pedir autorización, sino con suficientes signos indicativos 

de una descompensación de la presión intracraneal de la menor y, adicionalmente, 

concurrían todos los factores de riesgo de severa importancia y que, según el ya 

citado neurocirujano William González, fueron predisponentes para desatar el 

cuadro clínico, nos referimos a convulsiones, infección, vómito, perdida de la 
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consciencia, obstrucción de la válvula ventrículo peritoneal, 

intolerancia a la presión intracraneal, al rechazar los punciones ventriculares, 

tumor cerebral, fontanela abierta, todo lo cual, hubiera generado que un médico 

prudente concluyera que la necesidad de un tratamiento quirúrgico oportuno era 

apremiante y por su URGENCIA y porque no había otra salida o tratamiento 

posible, no tenía por qué ser sometida al escrutinio o consentimiento informado de 

los padres.  

 

3.8. De todas maneras, se obstina el togado recurrente en señalar que no era 

urgencia, que el procedimiento se podría hacer posteriormente, por eso, ante la 

negativa de sus padres fue estabilizando su presión cerebral a través de punciones 

ventriculares, no obstante, el orden de las cosas, no es el que plantea el profesional 

del derecho, pues la menor había perdido la capacidad para tolerar niveles de 

presión, por eso, las punciones ventriculares ya venían siendo rechazadas por su 

organismo, ya que la presión volvía a aumentar a las 3 horas, para el galeno, ya 

ese procedimiento había perdido las bondades terapéuticas de estabilización de la 

presión cerebral, pues no fue otra cosa lo que motivó ordenar la cirugía de 

urgencia para la menor. En otras palabras, la acción -punción ventricular- ya no 

provocaba la misma reacción en la menor -descomprimir la presión cerebral- y solo 

quedaba como remedio a este rechazo, la cirugía llamada DVP (Derivación 

Ventrículo Peritoneal), sin que se haya relacionado otro procedimiento alternativo 

que ameritara el consentimiento informado de los padres. 

 

Agrega el recurrente, que tan cierto es que no se trataba de una urgencia, que la 

menor “…llegó con vida a la Clínica el Rosario de la ciudad de Medellín, en donde duró 

varias horas en agónico lamento y posteriormente fallece, específicamente el día 29 de 

octubre de 2004, por lo tanto, existió suficiente tiempo para que la clínica del Rosario 

desplegara toda su capacidad operativa, QUE NO LO HIZO, QUE NO LE DIO LA GANA 

DE HACERLO…daña el estómago leer la declaración de este profesional que de manera 

indolente viendo la necesidad y con el paso de las horas la URGENCIA requerida de esa 

atención, se quedó impávido sin hacerle absolutamente nada a la menor. Aquí es grotesca 

la falta de solidaridad, de respeto a la vida a su profesión de ese profesional y de ese 

plantel médico…” (cfr. fl. 346 cd. ppal). 

 

3.9. Pero este argumento también es infundado y pretende distraer del plexo 

obligacional asumido por el neurocirujano para con la menor, además, pone en 

evidencia un hecho cierto, no solo desde la ciencia médica sino desde el más 
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elemental sentido común. El hecho de que la menor Maryelly 

Karina Pérez Misas, hubiese llegado con vida al centro médico al que fue remitida, 

se presentó por una situación del azar que obró a favor de la bebé. Pero, ese 

intencional deseo de curación que es inherente de todo ser humano que se 

encuentra en una situación de urgencia médica, tiene como fuente única la 

contingencia de la anatomía de la paciente, quien, a la postre, ya venía 

soportando desde hacía días las punciones ventriculares como remedio 

terapéutico temporal a la obstrucción de la válvula ventrículo peritoneal, tratamiento 

que apenas si le servía como un placebo o paliativo y, por eso, se calificó de 

Urgente la cirugía.  

 

Por consiguiente, así como el restablecimiento efectivo e integral de la salud 

desborda el débito médico, cuando este ha procedido según los protocolos 

establecidos en la ciencia hipocrática, mal podría hacerse acreedora la EPS 

Comfenalco o el neurocirujano de la Clínica Somer de Rionegro, de lo fortuito y 

aleatorio del organismo, con mayor razón podría excusarse su falta de atención, si 

se halla probado que dejó de practicar, sin razón valedera y justificada, la cirugía 

que requería la menor de urgencia, que no logra encubrir el hecho de que la menor 

soportara otras 3 horas, simplemente, porque con la punción ventricular 

solamente se prolongaba el padecimiento de la menor, dado que, como se 

dijo, había perdido la capacidad de tolerar niveles de presión y ello la llevaba 

a un estado de inconsciencia. 

 

3.9.1. De ahí que llama la atención de que el togado indique que el agónico lamento 

de la menor comenzó al momento de llegar con vida a la Clínica el Rosario de 

Medellín, queriendo indicar que la urgencia comenzó fue allí, lo cual no es cierto, 

como que ya la menor venía soportando aumentos de presión cerebral que la 

dejaban inconsciente y, como se dijo, cuando recuperaba la consciencia, sufría 

convulsiones, náuseas, infecciones y vómito, hasta que su cuerpo dejó de tolerar 

la presión y el procedimiento mediante el cual era corregida ¿cómo entonces no 

deducir que el camino que exigía la ciencia médica era el manejo quirúrgico de 

urgencia?, ni siquiera es exigirle al médico exactitud o que se vuelva infalible, sino 

apenas una diligencia apropiada y efectiva.  

 

Contrario a ello, contra todo pronóstico, el médico en forma temeraria optó por 

remitirla a la ciudad de Medellín, lo cual, visto todo el contexto de atención a la 
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menor, es reprochable desde el punto de vista científico y 

operacional, pues en la clínica Somer ya estaba todo dispuesto para realizar el 

procedimiento quirúrgico que se tildó de urgente. Al respecto, advierte el 

neurocirujano Dr. William González lo siguiente: “…cosas como el transporte a 

Rionegro-Medellín, ingreso administrativo, ingreso médico a la nueva institución, 

evaluación por un neurocirujano que aún no conoce la paciente, disponibilidad de 

quirófanos la cual no se conoce hasta no pedir el turno, evaluación preanestésica 

y otras como canalización de venas sin la cual no se da anestesia, intubación, 

lavado, etc. Pueden llevar mucho tiempo más de lo que describió el doctor en su 

nota de la Clínica Somer. Es de anotar que cuando la presión intracraneala se 

descompensa, como sucedió en este paciente, cada minuto es muy valioso 

y por esto cuando se presenta esta situación de traslado de un paciente de 

una ciudad a otra, es de altísimo riesgo de muerte. Desde el punto de vista 

exámenes, me parece, según la nota del especialista de Somer, que ya tenía los 

suficientes para solucionar la situación crítica que presentaba la paciente…”  (cfr. 

fl. 9 cd. 13), por supuesto que era previsible para el neurocirujano tratante en la 

Clínica Somer de Rionegro, las repercusiones mortales que ese tiempo en horas, 

cobraría en la salud de la menor, pero, antepuso el criterio y voluntad de los padres, 

al camino que dictaba seguir su criterio científico como hombre de ciencia 

que es y si bien entendemos la difícil situación en que la ignorancia y 

arrogancia de los padres pusieron al galeno, al rechazar que él interviniera a 

la menor, no obstante, se imponía su autoridad científica que debía hacer 

valer, pero así no lo hizo, confundiendo el consentimiento informado frente a 

un caso de vida o muerte del paciente presentada prácticamente en el 

quirófano, casos en que debe prevalecer el criterio científico. 

 

4. Ahora, en algo sí tiene razón el recurrente y, es precisamente el punto en que 

disiente la Sala con el funcionario de primera instancia, pues si bien no fue el centro 

médico Clínica el Rosario de Medellín, quien puso en esa situación de riesgo 

injustificada a la menor, es claro que esta entidad nosocomial, una vez llegó 

remitida, no brindó de manera cautelosa los cuidados especializados de 

neurocirugía que la paciente estaba requiriendo, justo en el momento que 

arrimó la ambulancia a la puerta de urgencias de esta institución.  

 

4.1. El manejo que se le dio a la párvula paciente por el personal de enfermería a 

su llegada a Medellín, revela una clara negación de la atención que requirió la 
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menor para el momento en que fue ingresada. No se alcanza a 

comprender bajo qué argumento se desatendió la calificación de servicio de 

neurocirugía para procedimiento quirúrgico de Derivación de Ventrículo 

Peritoneal urgente, pues, las enfermeras que vieron a la menor, como era lo 

esperado de su idoneidad, solo atinaron a aplicarle LEV (Líquidos Endo Venosos), 

consignando en las anotaciones de enfermería, que la menor estaba saturando al 

ambiente. Pero en verdad, el hecho de que le hayan evaluado la saturación de 

oxígeno evidencia únicamente cómo se encontraba desde el punto de vista 

respiratorio, pero, entonces, ¿qué ocurrió con la atención por neurocirugía por la 

cual fue remitida de manera urgente la paciente? Sobre el punto, la anotación de 

enfermería advierte que siendo las 12:30 de la madrugada del 29 de octubre de 

2004, se le envió un mensaje al neurocirujano y este contestó “…yo voy mañana a 

primera hora, la niña aguanta así hasta mañana…aunque vomite, le insista que algo le 

quedaba…” (cfr. fl. 71 cd. 3). 

 

4.2. Es inaceptable, por decir lo menos, que el neurocirujano de la Clínica el 

Rosario, luego de aceptar la remisión de la menor, según consta en el formato de 

remisión de pacientes y, en tal virtud, se infiere que conocía el delicado estado en 

que fue remitida, documento en el que, además, se consignó la necesidad y 

urgencia de la cirugía DVP (cfr. fl. 68 cd. 3), no estuviera esperando a la menor 

para practicarle el procedimiento, tanto más, en este caso, donde la vida de la 

menor dependía de manera exclusiva de los conocimientos especializados 

de este profesional de la salud, ya que la Derivación Ventrículo Peritoneal 

solo podía ser realizada por esa rama de la medicina. 

 

Por consiguiente, es claro que el conocimiento del estado de la menor lo tenía el 

especialista en neurología, por tanto, para que la cirugía DVP de urgencia fuera 

desatendida, debía existir una contra orden o una razón valedera y justificada 

desde esa misma especialidad de la ciencia médica. Razón que en el proceso no 

ha sido demostrada.  

 

4.3. La enfermera que se encargó de la atención de la menor, no está autorizada 

por la ley 100 para inmiscuirse en niveles o especialidades superiores a los cuales 

está asistiendo, menos para cambiar la conducta o el diagnóstico principal con el 

cual fue remitida y aceptada la paciente por la especialidad de neurología, su labor 

en este caso, se restringió a comunicarse con el médico especialista y no se ve 
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que haya tergiversado el diagnóstico, como para entender la 

inexplicable conducta parsimoniosa del neurocirujano, contrariamente, le advirtió 

del estado de la menor y le repitió la llamada para comunicarle que la niña 

presentaba vómito, pese a ello, dice la anotación de las 0:40 horas “…el 

neurocirujano es el único que hace las punciones ventriculares, que se había 

hablado con él y que venía mañana y que si la niña presentaba algo se llamaría al 

pediatra de turno para que la evaluara…” (cfr. fl. 71 vto. cd. 3). Esta prueba 

demuestra que el galeno faltó a su deber como le era exigible por la lex artis. 

 

4.4. Como puede verse, el médico especialista delegó su obligación en el Pediatra 

Carlos Antonio Sarria Luna para que vigilara la menor, pero la atestación de este 

galeno respecto a lo ocurrido, lo único que hace es reafirmar la omisión en que 

incurrió el neurocirujano, evocó el mencionado especialista: “…La paciente tenía un 

diagnóstico conocido que venía siendo manejado en Rionegro y se remitió para 

manejo por neurocirugía para descompresión cerebral, procedimiento que lo realiza 

el neurocirujano. La atención brindada, cuando me llamaron a evaluar la paciente 

estaba sin signos vitales. La paciente ingresó a las 23:28 del 28 de octubre de 2004 y 

falleció el 29 de octubre de 2004 a las 2:20 a.m. Recuerdo que la paciente por eso se 

remitió, estaba en malas condiciones al ingreso a la clínica, pero lo único que se le 

podía ofrecer era la descompresión del sistema nervioso central. Cuando la paciente 

llegó para descompresión urgente del sistema nervioso central que era lo único que se le 

podía ofrecer, ya cuando me llamaron a evaluarla la encontré sin signos vitales…” (cfr. fl. 

2 vto. cd, 10). 

 

4.5. Es que, si se alega que no era imperiosa la cirugía urgente de la menor, que, 

de todas maneras, de haberse realizado, con ese procedimiento no se hubiese 

salvado su vida, la Clínica el Rosario tampoco demostró que con posterioridad al 

recibo de la menor en sus dependencias le haya realizado, como era su deber, un 

seguimiento para preservar su vida.  Es evidente la negligencia con la que actuó el 

neurocirujano de la clínica El Rosario, pues, si el diagnóstico era claro, la nota de 

urgencia con la que fue remitida y aceptada, debió acogerse para poderle 

garantizar a la paciente una debida atención, para controlarla, brindarle alivio a sus 

padecimientos, en vez de eso, el actuar del neurocirujano, revela que nunca se 

preocupó por la condición neurológica de la paciente o confió demasiado en su 

experiencia, pese a la lamentable situación que venía padeciendo semanas atrás 

la infante, ya que ni siquiera examinó la historia clínica, no valoró la paciente o 

dispuso y realizó lo necesario para una atención compatible con la patología, a más 
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que tampoco conceptuó desde el punto de vista de la ciencia de 

la neurocirugía la razón por la cual debía desatenderse la urgencia de la remisión 

para cirugía o que ésta no era necesaria, simplemente, se limitó a recibir una 

llamada de enfermería a la que respondió fríamente que la niña “aguantaba hasta 

mañana” y que, cualquier eventualidad, llamaran al pediatra. Su actuar fue 

indolente, omisivo e injustificado.  

 

En este punto, es pertinente citar un aparte de la sentencia de la Corte Suprema 

de Justicia Sala de Casación Civil proferida el 8 de agosto de 2011 con ponencia 

del Magistrado doctor PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA, donde se advierte 

sobre el derecho de todo enfermo, así sea terminal, a recibir un tratamiento: 

 

“... el tratamiento asume un fin eminentemente curativo, entendido este no solo en el sentido 

de sanar al paciente, sino, también, dependiendo de las circunstancias del caso, el de impedir 

el agravamiento del mal, o el de hacerlo más llevadero, o mejorar sus condiciones de 

vida e, incluso, en el caso de enfermos terminales, mitigar sus padecimientos." 

 

"Por último, el tratamiento debe comenzar a la brevedad que las circunstancias lo 

reclamen, tanto más en cuanto su eficacia dependa de la prontitud con la que actúe 

sobre la persona", 

 

4.6. Por eso, es inaceptable, el argumento de los codemandados, dirigido a señalar 

que la gravedad del padecimiento de la menor, tiene una muy elevada tasa de 

mortalidad aún en los eventos en que la atención sea brindada en los lugares más 

idóneos para ello, sugiriendo con ello, que el tratamiento ordenado era inútil para 

salvar la vida de la paciente, debido a la mortalidad de su diagnóstico. Pero, debe 

hacer énfasis esta Sala del Tribunal, en que, por más grave y avanzada que se 

muestre la patología, incluso, así sea de aquellos pacientes, cuya enfermedad se 

encuentre en fase terminal, en palabras más crudas, así estuviera la menor en el 

último día de su vida, la LEX ARTIS y las leyes de la nación colombiana privilegian 

el principio universal y el valor de la DIGNIDAD HUMANA, de donde surge que 

todo paciente -sin importar el penoso estado de salud en que se halle-, tiene 

derecho a que las Entidades Prestadoras del Servicio de Salud hagan todo lo que 

esté a su alcance, a través de su red de prestadores del servicio de salud, para 

que pongan al servicio del paciente todos los conocimientos y servicios que la 

ciencia ha alcanzado, al menos, como una oportunidad de vida, misma que aquí 

se ve cómo pudo quedar frustrada por la tardanza y desidia de la EPS y la Clínica 

codemandadas. 
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Riñe entonces ese planteamiento, con un objetivo primario 

perseguido por el Sistema de Seguridad Social Integral, que promulga que todas 

las autoridades y personas naturales y jurídicas prestatarias del servicio de salud, 

están obligadas a proporcionar todo cuanto sea necesario para garantizar la 

dignidad humana.  

 

4.6.1. En palabras de nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia:  

 

“Manifiesta el recurrente que "la clínica no enfermó al paciente" y que la causa 

de la muerte no fue la culpa de la demandada sino la grave enfermedad que 

aquel padecía, que era de naturaleza mortal, por lo que así hubiere sido 

operado, no se podía asegurar que se salvaría. Juzga la Corte que ésta no es 

una razón valedera para tratar de evadir la responsabilidad por el proceder 

negligente de la demandada, pues así la enfermedad fuera tomada como 

extrema, si existía una escasa posibilidad de curación o por lo menos 

mejorar la calidad de vida, era obligación de la institución de salud 

otorgar al enfermo todos los tratamientos posibles, acordes con el alto 

valor de la dignidad humana; y aunque no puede asegurarse que la 

operación le habría salvado vida, la ley protege a quien acude a 

instituciones como las demandadas para ser atendido según sus 

necesidades, y si el servicio se niega deben ellas responder por su 

negligencia y descuido, pues el paciente tiene derecho al menos a la 

oportunidad que a todos brinda el avance de la ciencia.  

 

Suficientemente averiguado se halla en la doctrina y la jurisprudencia que en 

estos casos las instituciones y los galenos están obligados a poner a 

disposición del enfermo todos los medios a su alcance, toda su actividad, 

su conocimiento, lo mejor de su ciencia y de su infraestructura, así el 

resultado sea imprevisible. 

 

Por eso, no es de recibo para la Corte la afirmación del casacionista que por 

tratarse de una enfermedad casi terminal, "así el médico no se hubiere 

equivocado, el paciente habría fallecido", porque esta es una hipótesis no 

verificable, además que, se reitera, era un derecho que tenía Edgar 

Rodríguez a que se le protegiera la vida por parte de una entidad que no 

puede abdicar de su misión consistente en la protección de la salud y la 

vida humana3  

                                                           
3 CSJ- SALA DE CASACIÓN CIVIL – M. P. DR. Edgardo Villamil Portilla - Bogotá D. C., veintidós de marzo 
de dos mil siete - Ref.: Exp. No. 05001-3103-000-1997-5125-01. 
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4.7. De ahí que los episodios de atención a la que se vio sometida 

la menor de 7 meses de edad por las aquí codemandadas a través de su grupo de 

especialistas, configure un actuar irresponsable, negligente, indolente e 

injustificado, por lo penoso, difícil y angustiante que resultó el infructuoso paso del 

tiempo ya subrayado, en detrimento de la condición clínica que la menor 

presentaba, pese al diagnóstico confirmado de hidrocefalia asociada a tumor y 

presión cerebral y su omitido protocolo de atención quirúrgico denominado 

Derivación Ventrículo Peritoneal, el que debía ser oportuno, adecuado y eficiente, 

con miras a que se lograra la recuperación del paciente o, por lo menos, que se 

mejorara su condición de vida, pues se trataba de una urgencia médica y no era 

insoslayable para ambos neurocirujanos, las Clínicas y, para la EPS Comfenalco, 

el grave peligro que se cernía sobre la vida de la paciente.  

 

4.8. Por consiguiente, tampoco es atendible el argumento de la EPS recurrente, 

consistente en que la obligación incumplida proviene del galeno tratante, 

específicamente del neurocirujano Dr. Darney Ardila Cardona, queriendo 

argumentar que la situación ocurrida con la menor no es atribuible a esta entidad, 

pues en tal calidad, cumplió con sus obligaciones frente a la usuaria.  

 

Debe advertirse que, si varias personas jurídicas o naturales, intervinieren en el 

comportamiento que causa daño a otro, todos son responsables solidariamente; 

ello deviene de la ley y, además, es reafirmado por la jurisprudencia imperante en 

nuestro país -citada ut supra-. En este caso, la tanto la Clínica el Rosario como la 

EPS Comfenalco, habiendo recibido una urgencia debieron atenderla como tal, 

poniendo a disposición de la menor todo lo que estuviera a su alcance para su 

pronta atención especializada y de acuerdo a las necesidades quirúrgicas urgentes 

de la paciente. Recordemos que, en designio de la vinculación legal o contractual 

con la EPS, conforme el artículo 178.3.6 de la ley 100 de 1993, la atención no solo 

consistía en estabilizar a la paciente, sino en observar todas las conductas 

médicas que estuvieren a su alcance para sortear y luego facilitar el tratamiento 

quirúrgico urgente por el cual se remitió o, como se dijo, direccionarla a la 

institución que correspondiera su atención definitiva por la especialidad de 

neurocirugía. Es decir, si no tenía esta capacidad de atención, en el momento en 

que la paciente lo requería, sea porque no tenían un neurocirujano de planta, como 

lo indica el médico pediatra, ora porque aquel especialista no quiso atender el 

llamado urgente para operar a la menor o confió de forma equivocada, en que la 
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menor resistía hasta primera hora de la mañana, debieron remitir 

a la paciente a un lugar en donde se le pudiese brindar la atención urgente que 

ésta necesitaba, pero ya habían admitido ellos su remisión y por eso no hay excusa 

para que no la hayan atendido con la urgencia y diligencia que era debida. 

 

4.9. Aquí no es admisible que tanto la Clínica el Rosario como la EPS, propongan 

discusiones frente al tipo de vinculación contractual que tenían con el 

neurocirujano, para saber si atendían o no a la paciente, pues se estaba en 

presencia de una urgencia. Demora que le significó la muerte súbita a la menor a 

las pocas de horas de su ingreso a la clínica, como lo confirman los mismos 

médicos especialistas que brindaron su declaración. 

 

De suerte que los argumentos ofrecidos por la EPS y la Clínica demandada en su 

gestión defensiva, no tienen los ribetes necesarios para enervar su 

responsabilidad, como que, son solidariamente responsables frente al reclamo 

incoado y, en tal sentido, habrá de modificarse la sentencia acusada, para 

extenderla a la Clínica demandada. 

 

5. En cuanto al argumento de la apelación, relacionado con la excesiva tasación 

de los perjuicios morales, en cabeza de los demandantes, bástenos decir que la 

Corte Suprema y el Consejo de Estado, de vieja data, han sentado la doctrina 

según la cual se presumen los perjuicios morales subjetivos respecto de los 

parientes próximos de la víctima fallecida4, sobre la base de que se demuestre el 

parentesco. Lo anterior, en atención a que es apenas normal que el parentesco 

cree fuertes lazos afectivos, por cuya causa la experiencia enseña que cualquier 

padecimiento, grave afectación de salud o de la integridad personal, ocasiona 

sufrimiento y dolor, a los parientes más cercanos de la víctima, esto es, padres, 

hijos y hermanos, ello, por cuanto la muerte  de un ser querido, como lo es una 

hija y hermana, que apenas empezaba a vivir, se considera suficiente para que 

se presuman los daños morales, pues constituye un hecho notorio, dispensado 

de toda prueba, que una pérdida de tal naturaleza respecto de una persona que 

hace parte de la familia nuclear del reclamante, causa un dolor de suyo irreparable, 

el cual, de todas maneras, el arbitrio judicial conlleva a que el juez sopese cada 

                                                           
4 Sobre el tema el tratadista Javier Tamayo Jaramillo, en su obra De la Responsabilidad Civil, Tomo IV, De 

los perjuicios y su indemnización, editorial TEMIS, pag. 370, cita las siguientes sentencias Corte Suprema 

de Justicia, Sala de Negocios Generales, 3 de noviembre de 1942; 5 de noviembre de 1.942; 27 de septiembre 

de 1.946; y27 de septiembre de 1.974. 
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caso en particular, para lo cual se estima razonable el monto 

reconocido en primer instancia, para atemperar el perjuicio padecido. 

 

6. Ahora bien, en punto del llamamiento en garantía que la EPS Comfenalco 

realizó a la compañía aseguradora Colseguros, hoy Allianz Seguros S.A., se 

duele el recurrente que el juez de instancia haya hecho obrar la exclusión 

consignada en el anexo de la póliza número 900001368, específicamente la 

contenida en el literal t del numeral 1 donde se excluye de cubrimiento la: 

“…responsabilidad civil independiente de los contratistas subcontratistas al servicio del 

asegurado aun cuando estén vinculados a este en virtud de contratos o convenios…”. 

Advierte el censor, que la EPS prestó sus servicios de salud a través de la IPS, por 

lo que la póliza cubría todos los perjuicios y daños que la atención médica 

prodigada a la menor pudiere ocasionar. 

 

6.1. En sentir de esta sala del Tribunal, tiene razón el recurrente, pues, una cláusula 

que excluya amparar la responsabilidad de los contratistas de las EPS, resulta 

ineficaz, abusiva y leonina para el tomador y asegurado, pues, como en párrafos 

anteriores quedó expresado, se hace apenas obvio que las EPS, sean del régimen 

contributivo o subsidiado y que por fuerza de la ley 100 de 1993, cumplen las 

funciones y asumen obligaciones inherentes a su objeto social, a través de la 

contratación con las IPS o profesionales particulares, ya que dicha normativa 

la autoriza a prestar el servicio directo por medio de sus propias instituciones 

prestadora de salud, o contratar con instituciones prestadoras y profesionales 

independientes o con grupos de práctica profesional, debidamente constituidos 

(literales e y k del artículo 156 ib.), haciéndose irreflexiva la aplicación de esa 

cláusula por el funcionario, pues omitió el estudio de todo el acontecer contractual 

aseguraticio celebrado por los contratantes. 

 

6.2. Por consiguiente, como la EPS que contrató el seguro sólo puede prestar el 

servicio a través de una IPS o de médicos particulares, es por lo que debe 

atenderse lo relacionado con la interpretación de las cláusulas contractuales, tema 

frente al cual la Corte Suprema de Justicia ha enseñado que:  

 

"…el contrato de seguro es de interpretación restrictiva y por eso en su ámbito 

operativo, para determinar con exactitud los derechos y las obligaciones de los 

contratantes, predomina el texto de la que suele denominarse 'escritura 

contentiva del contrato' en la medida en que, por definición, debe 
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conceptuársela como expresión de un conjunto sistemático de 

condiciones generales y particulares que los jueces deben examinar con 

cuidado, especialmente en lo que tiene que ver con las cláusulas 

atinentes a la extensión de los riesgos cubiertos en cada caso y su 

delimitación, evitando favorecer soluciones en mérito de las cuales la 

compañía aseguradora termine eludiendo su responsabilidad al amparo 

de cláusulas confusas que de estar al criterio de buena fe podrían recibir 

una inteligencia que en equidad consulte mejor los intereses del 

asegurado, o lo que es todavía más grave, dejando sin función el contrato 

a pesar de las características propias del tipo de seguro que constituye 

su objeto, fines éstos para cuyo logro desde luego habrán de prestar su 

concurso las normas legales, por siempre partiendo del supuesto, valga insistir, 

de que aquí no son de recibo interpretaciones que impliquen el rígido apego 

literal a estipulaciones consideradas aisladamente y, por ende, sin detenerse 

en armonizarlas con el espíritu general que le infunde su razón de ser a todo 

el contexto contractual del que tales estipulaciones son parte integrante.5   

 

6.3. La existencia de un clausulado, si bien tiene un referente propio dispuesto por 

las reglas que definen las partes en virtud de la autonomía de la voluntad, en ningún 

momento pueden infringirse normas imperativas que, a la postre, están dirigidas a 

la protección del contratante tomador. Lo anterior se comprende, además, por 

cuanto el contrato de seguro se entiende como un contrato de adhesión, en el que 

el asegurador –profesional experto en el área- termina por imponer los términos y 

condiciones propias del contrato. 

 

6.4. Por consiguiente, acogiendo una interpretación sistemática que resultaba 

necesaria, lógica y coherente a la luz del artículo 1622 y 1624 del Código Civil, en 

el sentido que mejor convenga a la finalidad del contrato, bastaba observar las 

líneas que dedicaron los contratantes en el marco de las condiciones generales y 

que dicen amparar: “…La Responsabilidad Civil Profesional del asegurado por los 

perjuicios causados a terceros durante la vigencia de la póliza como 

consecuencia de un servicio médico, quirúrgico, dental, de enfermería o de 

laboratorio o asimilados (…) Esta cobertura incluye la Responsabilidad Civil 

imputable al asegurado como consecuencia de las acciones y omisiones 

profesionales cometidas por el personal médico, paramédico, farmaceuta, 

laboralista, de enfermería y/o asimilados que estén vinculados laboralmente con 

                                                           
5 C.S.J. Sala de Casación Civil y Agraria. Sentencia de Enero 29 de 1998 M.P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss. 
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el asegurado o autorizados para trabajar en sus 

instalaciones…” (cfr. fl. 5 cd.2). 

 

6.5. Bajo este plexo obligacional aseguraticio, es claro que la aseguradora debe 

asumir con cargo a la afectación a la póliza, el reembolso a la EPS Comfenalco 

llamante, respecto de la indemnización por los daños inmateriales, mismos que 

para la Sala están cubiertos en la póliza número 900001368, según la 

interpretación que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia le ha dado al 

art. 1127 del C de Comercio. 

 

6.6. La reiterada línea jurisprudencial de la Sala de Casación Civil, tanto en su 

ámbito ordinario, como en aptitud constitucional, sostiene que, tratándose del 

contrato de seguro de responsabilidad civil, se debe interpretar que cubre perjuicios 

patrimoniales y extra-patrimoniales, así lo ha venido sosteniendo en forme 

reiterada y reciente la Corte Suprema de Justicia, Corporación quien, como órgano 

de cierre en lo civil, ha decidido y sostenido que: “interpretar que en esta clase de 

contratos no se encuentran cubiertos los perjuicios extra-patrimoniales, son 

decisiones erradas y pasibles de vía de hecho”. 

 

6.7. Recordemos lo que sostuvo la Sala de Casación Civil en la tutela con radicado 

STC 17390-2017, de fecha 25 de octubre del 2017, en la que la Corte concluyó 

que, interpretar los artículos 1088 y 1127 del C. de Co., como que la 

indemnización a cargo de la aseguradora no comprende daños extra-

patrimoniales, se constituye en una violación al derecho fundamental del debido 

proceso, pasible de tutela.  

 
En el mismo sentido y, bajo idéntica línea interpretativa, en sentencia de 

casación SC20950-2017, Exp. 05001-31-03-005-2008-00497-01, de fecha 12 

de diciembre del 2017, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, la 

Corte no hizo cosa distinta que convertir el precedente de tipo constitucional, 

ahora sí en precedente ordinario en sede de casación. Esta misma posición ha 

sido sostenida y reiterada por la Corte en la casación del 12 de junio del 2018, 

con Ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, SC2107-2018, Radicación 

11001-31-03-032-2011-00736-01 

 

6.8. Así las cosas, la Sala y con apego a la tendencia actual de la CSJ, debe 

abrirse paso la condena contra Colseguros hoy Allianz Seguros S.A., a modo 
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de perjuicios extra patrimoniales, por las cifras que ya fueron 

reconocidas. Lo anterior con el deducible del 15% pactado, respetando el límite 

del valor asegurado y la disponibilidad en cobertura por valor asegurado –

siempre y cuando quede acreditado por la aseguradora el pago de la cobertura 

por evento-, por modo que deben honrarse tales términos, pues fue arbitrio de la 

aseguradora asumir este riesgo a que estaba expuesto el patrimonio del 

asegurado, como lo permite el artículo 1056 del C. de Co., que proclama la 

delimitación contractual de los riesgos, derivados de la protección que promete 

un contrato de Seguro. 

 

7. Del llamamiento en garantía realizado por COMFENALCO EPS al 

neurocirujano Dr. Darney Ardila Cardona. La cláusula octava del denominado 

contrato de Prestación de Servicios de Salud en Neurocirugía suscrito entre el Dr. 

José Darney Ardila Cardona y la Caja de Compensación Familiar COMFENALCO, 

consagra lo siguiente: “AUTONOMÍA Y EXCLUSIÓN DE RESPONSABILIDAD. EL CONTRATISTA 

prestará los servicios contratados con plena autonomía e independencia técnica, científica y administrativa; 

en consecuencia, en ningún caso existirá relación laboral ni subordinación del CONTRATISTA frente al 

contratante, en la prestación de los servicios. Bajo estas consideraciones, EL CONTRATISTA, asume en 

forma total y exclusiva la responsabilidad legal…” (cfr. fl. 3 cd. 12); no obstante, ya se ha 

analizado ampliamente, que la EPS como organizadora y garante de la prestación 

de servicios de salud a sus afiliados responde solidariamente de la ejecución de 

los mismos por parte de la IPS, los profesionales médicos y el personal 

paramédico, así hayan pactado otra cosa en el contrato de prestación de servicios, 

como la asunción de responsabilidad por el galeno, cláusula que si bien no produce 

efectos frente a terceros, sin embargo sí los puede producir entre los contratantes.  

 

Lo cierto es que, de cara a la figura procesal mediante la cual el neurocirujano Dr. 

José Darney Ardila Cardona intervino en el proceso como llamado en garantía, mal 

podría deducirse del tenor de aquella cláusula contractual una obligación al todo, 

de donde pudiera surgir una obligación de reembolso en cabeza de este 

especialista y a favor de la EPS Contratante -aún por las obligaciones que ésta 

dejara de cumplir y que fueran ajenas al médico-, porque la verdad es que éste 

sólo asumió la obligación de responsabilidad plena, pero por los daños que él 

mismo causare con su conducta negligente u omisiva en la prestación del servicio 

médico y nada más. 
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El instituto jurídico del llamamiento en garantía, ha sido objeto de 

estudio y análisis por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en 

providencia reciente AC2900-2017, de fecha 10 de mayo de 2017, siendo M. P. 

LUIS ALONSO RICO PUERTA, dentro del expediente con radicación N° 11001-

31-03-018-2005-00488-01, en el que se ocupó de manera clara de explicar los 

alcances de tal herramienta procesal, señalando sobre el punto:  

 

"Tradicionalmente se han considerado como partes de un proceso, a quien demanda 

y al convocado a enfrentar la respectiva pretensión, aunque igualmente se ha previsto 

la posibilidad de que en el mismo, puedan participar terceros.  

 

El Código de Procedimiento Civil, en su Capítulo III, Título VI , Libro I, bajo la 

denominación de «intervención de terceros y sucesión procesal», consagró, en el 

artículo 57, la figura del «llamamiento en garantía», la cual se ha considerado como 

un tipo de intervención forzosa de un tercero, quien por virtud de la ley o de un contrato 

ha sido solicitada su vinculación al juicio, a fin de que, si el citante llega a ser 

condenado a pagar una indemnización de perjuicios, aquel le reembolse total o 

parcialmente las sumas que debió sufragar, por virtud de la sentencia. 

 

El fundamento, entonces, de esa convocatoria, es la relación material, puesto que lo 

pretendido es transferir al citado las consecuencias pecuniarias desfavorables 

previstas para el convocante interviniente en el litigio e insertas en el fallo.  

 

La vinculación de aquél se permite por razones de economía procesal y para brindarle 

la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, en la pretensión de reembolso 

formulada por la parte citante. 

 

 Al respecto, esta Corporación en fallo CSJ S016 dic. 2006, rad. 2000-00276-01, 

señaló: El llamamiento en garantía es un instrumento procesal por el cual se provoca 

la comparecencia forzosa de un tercero a un proceso en curso, intervención que tiene 

su germen en la citación que le formula una de las partes en dicha contienda, con 

fundamento en la relación de garantía de naturaleza personal entre ellos existente, 

que le confiere el derecho de exigirle que corra con las consecuencias perjudiciales 

que deba soportar en el evento de resultar vencida en el juicio, de ahí que lo llame a 

afrontar la pretensión de regreso que introduce para que sea considerada in eventum, 

es decir, en el caso de perder el Pleito. En otras palabras, lo trae al proceso para que 

se resuelva sobre la obligación legal o contractual que tiene de reembolsarle o 

indemnizarle las pérdidas económicas que experimente en el caso de un 

sentenciamiento adverso.  

 

Con el llamamiento en garantía, tiene dicho la Corte, se suscita un 'evento de 

acoplamiento o reunión de una causa litigiosa principal con otra de garantía que le es 
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colateral, dando lugar a una modalidad acumulativa cuyos alcances 

precisa el art. 57 del C. de P.C (...), que conjuga dos relaciones 

materiales distintas. Por un lado, la que une al demandante con el demandado, y por 

el otro, la que liga al demandado con el llamado: 'la del demandante contra el 

demandado, en procura de que este sea condenado de acuerdo con las pretensiones 

de la demanda contra él dirigida; y la del demandado contra el llamado en garantía a 

fin de que éste lo indemnice o le reembolse el monto de la condena que sufriere' (...).  

 

Y en sentencia CSJ SC5885-2016, precisó: «La relación material del llamamiento 

involucra únicamente al llamante y a la llamada. No se expande a ningún otro sujeto 

procesal ni siquiera a la parte actora, al punto que solo será objeto de estudio en el 

evento de prosperidad de las súplicas, de modo que si éstas se desestimaren el 

análisis resulta inocuo o innecesario, por regla general…” 

 

7.1. En este particular, dicha figura procesal se hizo obrar con base en el contrato 

de prestación de servicios visible a folios 3 y 4 del cuaderno número 12, el que, 

analizado al detalle, si bien contiene una cláusula en la que el médico asumió 

contractualmente y en forma total y exclusiva la responsabilidad legal, lo que se 

traduce en que eximió de responsabilidad a la EPS Comfenalco, no obstante, dicha 

responsabilidad fue asumida solamente frente a los daños y perjuicios que se 

ocasionaren con una mala práctica médica suya, pero nunca asumió esa 

responsabilidad frente a las obligaciones que llegare a incumplir la EPS que 

resultaren exclusivas y ajenas al médico, razón por la cual no puede aquí 

producirse condena alguna contra el galeno por cuanto -de un lado-, ya la 

compañía de seguros fue condenada hasta el monto asegurado y en esa cobertura 

cabían también los daños que hubiese causado el médico por la mala prestación 

del servicio, quedando solamente como cuestión problemática el monto a cubrir 

por daños y perjuicios que excedan a la cobertura de la póliza y que le corresponda 

cubrir a la llamante EPS Comfenalco, para lo cual tampoco cabe ninguna condena 

por lo siguiente: 

 

7.2. Ya quedó claro que el médico asumió su responsabilidad pero entendida por 

su mala práctica y como aquí no acudió a revisar la niña en la noche que fue 

admitida y recibida por la clínica El Rosario, entonces, por eso es que debía 

responder, pero como la EPS tenía la obligación de contratar a otro médico y no lo 

hizo, eso implica que estamos frente a una responsabilidad solidaria, porque cada 

quien con su actuar debía asumir la obligación de pagar los daños y perjuicios, 

discusión que debe darse en un proceso aparte donde se debatan las relaciones 

internas entre los solidariamente responsables, tema que resulta ajeno al presente 
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llamado en garantía y, por eso, será denegada la condena de 

rembolso que se pide contra el galeno por el llamamiento que le hizo su 

contratante.   

 

8. En síntesis de todo lo expuesto en precedencia, la sentencia proferida por el 

Juzgado Séptimo Civil del Circuito de descongestión de Medellín el 28 de abril de 

2015 será CONFIRMADA, pero se adicionará el punto primero de su parte 

resolutiva, en donde se declaró civilmente responsable a COMFENALCO EPS, por 

los daños y perjuicios ocasionados a los demandantes; la adición consistirá en 

declarar no probadas las excepciones formuladas por la Comunidad de Hermanas 

Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen de Tours- Provincia de 

Medellín, propietaria de la Clínica del Rosario y que, en consecuencia, también es 

responsable de los perjuicios generados a los actores. Por contera, se revocará 

parcialmente lo decidido en el punto cuarto de la misma providencia en donde el 

funcionario desestimó las pretensiones de la demanda frente a esa Clínica 

codemandada. 

 

Así mismo, se confirmará lo resuelto en el punto segundo de la parte resolutiva 

de la sentencia proferida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de 

descongestión de Medellín, el 28 de abril de 2015, pero adicionando como obligada 

solidaria al pago de la condena allí impuesta, a la Comunidad de Hermanas 

Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen de Tours- Provincia de 

Medellín, propietaria de la Clínica del Rosario de Medellín. 

 

Se revocará lo resuelto en el punto tercero de la parte resolutiva de la sentencia 

proferida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de descongestión de Medellín, 

el 28 de abril de 2015, en donde el funcionario declaró probada la excepción 

formulada por la compañía aseguradora Colseguros S.A. hoy Allianz S.A., en su 

lugar, se declaran no probadas las excepciones formuladas por dicha compañía 

aseguradora frente a la demanda y respecto a su relación frente al seguro, en 

consecuencia, se condena a reembolsar las sumas a que resultó condenada la 

EPS demandada por virtud de esta sentencia, en los términos del contrato de 

seguro a que se refiere la póliza número 900001368, lo anterior respetando el 15% 

como deducible pactado, el límite del valor asegurado y la disponibilidad en 

cobertura por valor asegurado –siempre y cuando quede acreditado por la 

aseguradora el pago de la cobertura por evento-. 
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Se confirmará lo resuelto en el punto quinto de la parte resolutiva 

de la sentencia proferida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de 

Descongestión de Medellín, el 28 de abril de 2015, en cuanto condenó en costas 

a COMFENALCO EPS, pero modificándola en el sentido de hacer extensiva dicha 

condena en costas, a la codemandada Comunidad de Hermanas Dominicas de la 

Presentación de la Santísima Virgen de Tours- Provincia de Medellín, propietaria 

de la Clínica del Rosario.  

 

9. Costas. Quedarán a cargo de la EPS Comfenalco aquí recurrente, con la 

reducción de un 20% ante la prosperidad parcial de su recurso. 

 

De otra parte, el fracaso del llamamiento en garantía conlleva la condena en costas 

a quien hizo el llamado, frente a la aseguradora, pero en este caso y dadas las 

particularidades del mismo, únicamente la condena será en primera instancia, 

como que ni llamante, ni llamada, en ese específico tema, apelaron la decisión, 

fue un punto que enmendó el tribunal y que está íntimamente relacionado con las 

precisiones, adiciones y modificaciones vertidas a la sentencia impugnada (art. 357 

C. de P. C.); por lo mismo, será en el juzgado de primera instancia en donde se 

determine el monto de las mismas incluidas las agencias en derecho. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley,  

 

II. FALLA 

 

PRIMERO: Se CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado 

Séptimo Civil del Circuito de descongestión de Medellín, el 28 de abril de 2015, 

dentro del presente proceso ordinario promovido por Blanca Iris Misas Jiménez y 

Nelson de Jesús Pérez en nombre propio y en representación de su hija la menor 

Katherine Pérez Misas, en contra de Comfenalco EPS, la Comunidad de Hermanas 

Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen de Tours-Provincia de 

Medellín, propietaria de la Clínica del Rosario, MODIFICÁNDOLA como sigue: 

 

i) Se ADICIONA el punto primero de la parte resolutiva, en donde se declaró 

civilmente responsable a COMFENALCO EPS, por los daños y perjuicios 
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ocasionados a los demandantes, la adición consiste en declarar 

no probadas las excepciones formuladas por la Comunidad de Hermanas 

Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen de Tours- Provincia de 

Medellín, propietaria de la Clínica del Rosario y, en consecuencia, se declara que 

ésta también es responsable de los perjuicios generados a los actores. 

 

ii) Se REVOCA parcialmente lo decidido en el punto cuarto de la providencia en 

donde el funcionario desestimó las pretensiones de la demanda frente a la Clínica 

el Rosario de Medellín, aquí demandada. 

 

iii) Se CONFIRMA lo resuelto en el punto segundo de la parte resolutiva de la 

sentencia impugnada, ADICIONÁNDOLO para que se tenga como obligada 

solidaria al pago de la condena allí impuesta por concepto de perjuicios morales, a 

la Comunidad de Hermanas Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen 

de Tours- Provincia de Medellín, propietaria de la Clínica del Rosario. 

 

iv) Se REVOCA lo resuelto en el punto tercero de la parte resolutiva, en donde el 

funcionario declaró probada la excepción “exclusión de la responsabilidad civil del 

asegurado en virtud de servicios prestados en calidad de EPS” formulada por la 

compañía aseguradora Colseguros S.A. hoy Allianz S.A., en su lugar, se 

DECLARAN NO PROBADAS las excepciones formuladas por dicha compañía 

aseguradora frente a la demanda y respecto a su relación frente al seguro, en 

consecuencia, se le condena a reembolsar las sumas a que resultó condenada la 

EPS COMFENALCO demandada, por virtud de esta sentencia, en los términos del 

contrato de seguro a que se refiere la póliza número 900001368, lo anterior 

respetando el 15% como deducible pactado, el límite del valor asegurado y la 

disponibilidad en cobertura por valor asegurado –siempre y cuando quede 

acreditado por la aseguradora el pago de la cobertura por evento-. 

 

v) Se CONFIRMA lo resuelto en el punto quinto de la parte resolutiva, en cuanto 

condenó en costas a COMFENALCO EPS, pero modificándola en el sentido de 

hacer extensiva dicha condena en costas, a la codemandada Comunidad de 

Hermanas Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen de Tours- 

Provincia de Medellín, propietaria de la Clínica del Rosario.  

 

La parte restante de la providencia quedará incólume. 
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SEGUNDO: Se condena en costas de segunda instancia a la 

demandada EPS Comfenalco, en favor de la parte demandante, reducidas en un 

20% ante la prosperidad parcial de su recurso. Para el efecto, en su momento 

procesal, se fijarán las respectivas agencias en derecho por el magistrado 

sustanciador. 

 

Así mismo, el fracaso del llamamiento en garantía conlleva la condena en costas a 

quien hizo el llamado, frente al Dr. José Darney Ardila Cardona, pero, únicamente 

la condena se hará en primera instancia por los motivos expuestos, será entonces 

en el juzgado de primera instancia en donde se determine el monto de las mismas 

incluidas las agencias en derecho 

 

TERCERO: Cumplida la ritualidad secretarial, remítase el expediente al Juzgado 

de origen.  

 

     CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE Y CÚMPLASE, 
 
 
 

 

JULIAN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado        

 
 
 
 
 

con salvamento parcial de voto 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

Magistrada    
 
   
    

                    
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 
 
 


